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presente'recurso de ¡nconstitucionalidad d~_ la Ley 'Orgánica S de
1983.

Ante la no formalización deja' iniciativa autonómica uniprovi­
cial de Segovla.las Cortes se encuentran a 1 de- mat:Zo de: 1983.~es
decIr, dlecmueve meses después del acuerdo de la DiputaclOn
Provincial de 31 de julio de 1981. que puso en marcha tal
imclativa) con que Segovia es la única prov'incia Que, ante el grado
de generalízación del proceso autonómiCo alcanzado en aquella
fecha no esta mcnroorada a una (omuOIdad. por lo que quedaría
como llOIca provIOCI8 «de régImen comun» (situación,.por cierto.
no prevista. aunque tampoco prohibuia. en la Constltuclón. que no
contiene ningún precepto semejante al artículo 22 de la de 1931).
A..nte esta SItuación las Cortes invocan «razones de interés nacio­
nal» para no prolongarla más y para resolverla en un determinado
sentido. que es el de la mcorpQf8ción de Segovia a CastiHa·León.
«reglOn a la que está "la provincia de Segovia" c~:>nforme a los
cntenos del artíruio 1431- de. la Constitución. unida por lazos
"¡stOTlcos. culturales y eronómlcos».Por último. son tambien las
Cortes Generalet: el órgano constitucional. del. Estado.competente
para mvocar y a"ff"Cla r la concurrencia en tal s11uación de «razones
de mteres nacÍf'"al» )ustificatiyas de la decisión normativa que se
contIene en la Leyj/1983. Este Tribunal enuende que al actuarasi.
las Cortes no eXl"edleron los Iimnes del 144. c). de 'la Constitución.
'y que. por consl@ulente. la Ley impugnada que ~ormalmente
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la Sala Segunda del Tribunal Constitucíonal. compuesta por
don Je~ÓOlmo Arozamena Sierra, Presidente. y don Francisco
RubIO l!or.ente. don. LUIS Díez Picazo. don FranCISCO Tomás y
Vahente don Antomo Troyol Serra y don Francisco Pera Verda·
guer. Magistrados. ha -pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la sigUiente

SENTENCIA.

En el recurso de amparo número 769/1983. interpuesto por la
Procuradora de los Tribunales doña Esther Rodríguez Perez.
aSJsuda· por el Letrado don Jose Maria Ruíz Zorca en nombre y
representacIón de doña María Rosario Renteria Larrinaga. don"
Sanuago QUIntana Cantera~ don Juan Ramón Azcue Manterela.
don José~ Javier lJribarri Gutierrez y don Félix Alvarez Ottega.
contra Reso}uclOn de .la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo
nombrando Juez espec¡al para' la quiebra de «Naviera Azoar. S. A.~.

Ha Sido parte en el asunto como codemandado el Procurador don
José LUIS Ortiz:,Cañavate en nombre y representacIón de don Jua'n
Perona Perona, don Manuel Gómez Martín. don Emilio Alba
Guerrero. don Antonio Manín Valiente. doña Sabina Alvarez Sáez.
don 4.ntonio Gregorio Alvarez Salmerón y doña Maria Josefa Alba
1gea. .
. Ha sido parte el J\1inisterio Fistal y .ha s.ido ponente el
Magistrado don FranCISCo Tomás y .Valiente. qUlen expresa el
parecer de la Sala. .

1. ANTECEDENTES

Primero.";Doña .. Rosario Rentería - Larrinaga. don Santiago.
QUlmana. Canlera. don Juan Ramón Azcue Manterola, don José
JaVIer linbarn Gütlérrez y don Félix. Alvarez Ortega. debidamente
representados y dmgldos. interpusieron el 17 de noviembre de
IQS3 recurso de amparo contra· la Resolución de la Sala de
Gobierno del Tnbunal Supremo de 28 de julio de 1983 nombrando
un Juez. especial para la tramitación de. la quiebra de la entidad

. mercantil «NaVIera Aznar. S. .1\.,».~ como contra la Resolilcíón de
la mISma Sala de 14 de octubre de 1983. por la que acordó
desestimar ~l recurso de ~eposición interpuesto ·por ellos mismos
contra la pnmera resolUCIón.
- Del escrito de demanda y de la documentación íniciaJ e
postenormente aportada. se infieren los siguientes hechos:

Los demandantes sohcitaron. en interés de loS trabajadores de
la cnada SOCiedad. la qUiebra ne~saria de la misma.,y el Juzgade
c.ompetente..el numero J, de los de Primera Instancl8 de Bilbao.
~edaro la qUiebra f!eces~~la de «Naviera Aznar, S. A.)', por auto de
, de en5~ro de 1983. raUÍlcado de~pués al resolver el incidente de
onOSIClon uHerpuesto \?Or la SOCiedad quebrada por sentencia de 28
oe mayo de 14RJ. que fue apelada por la Sociedad ante la Audiencia
T~rfl10naj de Bllhao. sallacíón en fa que se encontraba al presentar­
se e"iH" recurso de amparo.

4,..~1 las co~as. Ja"Sala de Gobierno del Tribunal Supremo acoraó
el.nomblarn¡emo de Juez especial para dicha quiebra. nombra~

cumple los requisitos de la disposición octava de la Ley Orgánica
4/1983. de 25 de febrero. y que entró en vigor el mismo día que el
Estatuto de Castilla-león. no viola el artioulo 144. ej. de 'a CE. por
lo que. como pide el Abogado del Estado. debe declararse plena'
mente conforme con la Constitución.

F,4 LLO

En ateneíón a todo lo expuesto. el Tribunal· Constitucional,
POR LA. AUTORIDAD QUE J-E CONFIERE L\ CONSTlTU·
ClON DE LA NAClON ESPANOLA.

Ha decidido:

Desestimar el recurso interpuesto contra la Ley Orgánica
5/1983, de I de marzo.

Publíquese en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid. a 8<le noviembre de 1984.-Fírmado: Manuel
Garcia.Pelayo Alonso.-JerÓnimo Arozamena Sierra.-Angel Latarre
Segura.-Manuel Diez de Velasco Vallejo.-Francisco Rubio Lloren·
te.-Gloría Begue Cantón.-Luis Díez Picazo.-Franclsco Tomás y
Valiente.-Rafael GÓmez-Ferrer. Morant.-Antonio Truyol Se·
rra.-francísco Pera Verdaguer.

miento que recayó en el titular del Juzgado de Pnmera Instancia
numero 17 de los de Madrid. todo ello por·acuerdo de 28 de julio
de 1983. Aunque el acuerdo no les fue notificado. siempre según
eltos. los recurrentes interpusieron contra él. una vez lo conocieron
por vía particular. recurso de reposición fundado principalmente en
que dicho acuerdo se había tomado a instancia de algunos
acreedores interesados, y no a iniciativa de la Sala. como dispone
et artículo 1: de.1 Decreto-Iey de 17 de julío de 1947. yen que. al
actuar así. Ja Sala había decidido violando el principio de contra­
dicción yel de audiencia a los interesados. puesto que oyó a unos.
pero no a los recurrentes: como tercer fundamento de su recurso
alegaban la violación de su derecho al Juez ordinario predetermina·
do por la Ley. contenido en el artículo 24.1 de la Constitución;
finalmente entendian que el acuerdo violaba el articulo '620 de la
lOPJ por no manifestar el fundamento de la decisión.

Por Resolución de 14 de octubre de 1983. la Sala de Gobierno
del Tribunal Supremo acordó desestimar el anterior recurso recha·
zando uno por uno sus fundamentos. Razona la Sala que a <da mera
circunstancia» de que unos acreedores solicitaran el nombramiento
de Juez especial y otros se adhirieran a tal solicitud «no puede
dársele otro alcance que el de ex.citar el celo» de la misma Sala. Que
no actuó «ti Virtud de parte. sin facultades para ello y SIO otro
elemento de juicio que el de sus propias alegaciones». SInO que
rei.·abó mformes al ~specto del Ministerio Fiscal y de las ,)"udien·
cias TerritoTlales de Bilbao y Madrid. todos ellos. por Cierto,
favorables al nombrami.ento del Juez especial civil. Tampoco
puede entenderse ..violado el principio de contradicCIón ni el de
audiencia. porqUf' ni los solicitantes del nombramiento ni Quienes,
despué~. se opusieron a él son técnicamente partes. Tampoco.
segÚJ1 le Sala. violó su pnmera Resolución el artículo 24 de la
Constitaóón. pues. dice la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo.
de su lectura <i(se deduce sin género de duda alguna Que cuando
habla del derecho al Juez ordinario predetermínado por la Ley. y lo
demás consecuente. se está refiriendo clara y específicamente al
Juez de orden penal y procedimiento de dicho orden»..de dond~
deduce la Sala que «no puede hablarse de Juez predetermmado» en
el Orden Civil ríi se vulnera la Constitución con el nombramiento
autorizado por el Decreto-ley de 17 de julio de 1947. «pues de otro
modo su inconstitucionalidad hubiese sido tenida en cuenta por
esta Sala de Gobierno». Por último. entiende que <das especiales
circunstancias que concurren en Ja quíebra de «Naviera Aznar.
S. A.». y lo contenido en los informes del Ministerio Fiscal y de las
Audiencias de Bilbao y de Madrid fueron los fundamentos de su
primer acuerdo del que «no cabe en con,secuencía decir que es
infundado».

En su demanda de amparo Jos recurrentes piden la declaración
de nulidad de los dos citados acuerdos de la Sala de Gobierno del
Tribunal Supremo por violación del artículo 24.2 de la Constítu·
ción en su inciso «todos tienen derecho al Juez ordinario predeter­
mmado por la ley». y. además. porque tal violación se ha cometido
mediante resolución dictada a instancia de una parte. pero sin
audiencia de la otra. y sin que en aquella resolucion «se haya
fundamentado mínimamente la deCisión adoptada».

Segundo.-La Sección Tercera. por providencia de 14 de diciem·
bre. acordó la admIsión del' recurso. y que se dirigiera atenta
comunicación al Tribunal Supremo para que remitiera las actuacio­
nes tart. 51.1 de la LOTC'). Dicha resolución debia notificarse [­
lo. Procuradores de don Juan Perona Perona y otros; del Banco d.
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Cré,\Ito Industna!: del Banco UrQuljo; de la Unión Naval de
Levante. )' d~ S. A. Juhana ('onstructora GIJonesa. sohcitantes .
todos ellos en su día del nombramiento de Juez especial; según
consta en la pnmera de las resoluCIOnes impugnadas.' a qUienes

. debla emplazárseles para Que comparecIeran en este proceso
constitUCional. SI lo estimaban convemente para la defensa de sus
intereses. Cumplimentados los anteriores acuerdos de la Sección.
sólo compareció el Procurador don Jose LUIS Ortlz-Cañav8te y
PUlg Mauo en representación de don Juan PeroRa Perona- y otras
personas cuyos nombres constan en el correspondiente y bastante
poder ASimismo se reeibieron oportunamente las actuacIOnes
judIciales. . .

El Ilustre COlegIO de Abogado. de Vizcaya. debidamente
representado. se d1figló a este Tribunal sohcttando se le conSIderase
com~ coadyuvante de la parte recurrente. -

La Seccion Cuarta. por providenCIa de 22 dé rebrero de 1984.
otorgo un plazo de tres días a~ Procurador señor Ortiz·fañavate
para que precisara los nombres de todas las personas ~n CU~O

nombre compareda. y otros tres días a las partes y al Mlmsteno
Fiscal para Que alegasen sobre la pellclOn del Ilustre ColegiO de
Abogado. del SellolÍo de Vizcaya.

Aclarado por el Procurador mencIOnado el extremo contenido
en la antenor proVidencia: fueron temdos sus representados como
parte en este proceso constitucional en cahdad de coadyuvan.tes de
la parte demandada: y evacuado por las partes et trámite de
alegaCIOnes respecto a la petiCión de ser temdo CO!110 coadyuvante
de la pane aClora. la Sala. por auto de 28 de marzo de 1984
desestimo la prelenSlon. del lIu.tre ColegiO de AbogadO$ de
Vizcaya. el que. por escnto de 12 de abril. Interpuso recurso de
suplica contra nuestro auto. recurso que fue desestimado, tras el
debido procedimiento. por auto de esta misma Sala de 23 de mayo
de 19&4.

Tercero.-Ablcrto el trámite de vista de las actuaciones y de
alegaCIOnes tan. 52 LOTC) presentaron las suyas la parte deman·
dante del amparo.-el MinistenoFiscal )' don Juan Perona y qUienes
como el representadós por el Procurador sertor Oniz.cañavate ­
actuaban como-coadyuvantes de la parte demandada.

Estos ultlmos concluían en su escnto sohcttando la denegación
del amparo. <\.Iegan Que en su cahdad de acreedores de la SocIedad
quebrada pusieron en conocimiento del Tnbunal Supremo en su
día la eXIStenCIa de numerosos procedimientos en los que era parte
«NavJenl "'lnar S. 1\.». residenciados ante diversos Juzgados de
Pnmera- _nstancla y Magistraturas de TrabajO de Madrid y de
Bilbao. aSI como de la existencia de bienes ~ centros de trabajo de
la quebrada en Madnd. Bilbao. Santander)'. Gljon: CJfcunstanclas
sufiCientes. a su JuiCIO, para pedir el nombramiento de Juez
especial. ~ su peticion se adhirieron otros acreedores de la Sociedad
quebrada. algunos de ellos entidades de capital estatal. En favor de
tal pellclon mformaronel Mimsteno Fiscal. la AudienCia Ternto-­
naJ de Bilbao tqUlen hiZO constar por telegrama que «Visto agobio
trabajo dichos Juzgados estima procedente nombramiento Juez
especlaJ sobre la base no sea mngún Ma~lSirado este temtono y que
se esllme vigente Decreto-Iey 16 de juho de 1947») y la AudienCia
Terntonal de Madnd. A todos estos.hechos añaden los coadyuvan·
tes de la parte demandada la CircunstanCia de que la ComislOn
Permanente del Consejo General del Poder Judicial aprobó dicho
nombranuento el 6 de septiembre de 1983.' Los coadyuvantes
abundan en la opiOlon de la Sala de Gobterno del Tribunal
Supremo respecto a la aplicabilidad del derecho. al Juez ordinano
predetermmado por la ley sólo al ámbito del proceso penal. por lo
cual ellos pidieron)' la Sala efectuo ei nombramiento de Juez
especial solo en el marco Civil. pero sm entender que extendiera su
IntervenClOn al proceso penal paralelo abierto contra Jos admims­
lflldores de «NavlClll Amar. S. 1'..». Por lo demas. el artlCUIo 63.9.'
de la LEC permIte que sea Juez de la qUiebra el de cualqUiera de
lOS lugares en que se esté conociendo de las eJecuciones. 10 que
muestra la mdeterntm8cJOn del Juez competente. Finalmente. el
Decreto-Ie} de 17 de julio de 1947 lo úmco que hace es llevar a sus
unlmas consecuencias el principio lógiCO de Que en la qUiebra no
hay Juez natural. al menos cuando. como sucede en este caso. el
necho mOl1vador del proceso se da en más de una demarcación
JudiCial, con mu} elevado volumen económico y afectando a vanos
temtonos. Por lo demás respaldan todas las afirmaCiones de la
resoluclOD desestimatona del recurso de reposlClOn.

En su escnto de alegaCIOnes. la parte demandante del amparo
relata het'hos ya contenidos en su demanda )' aqul ya reflejados.
<\duce en fuvor de su teSIS contrana a la IOconstilucionahdad del
nombramiento, elmforme de la SecclOn de Bilbao de la <\SOClaClOn
Proteswnal de la Magistratura y el del titular del Juzgado mime·
fO J de Bllbáo. )' IJama Ja atencIón sobre la repercusión SOCIal y
perl(xhsuca del nombramiento en toda Vlzcava. Los recurrentes
":DlIenden que el derecho al Juez ordmano predeterminado por la
i..e) SI uene vigencIa en el orden CIvil )' mUestran sus dudas sobre
'a aclual Vlgen,·,a del Decreto-le} de 17 de juho de 1947. poSible­
'''''nle dero¡¡ado por el llrIIl:WO Z4 de la C·on'UlucIOn. ... 111

entender. aun en la hIpótesiS de que el cuado Decreto-le)" estuVten
vigente. se han producido vanas mfracclOnes de reglas I)asKas del
procedimlento en el nombramiento del Juez. pues ha 'ildo tramna­
do por la Sala-de Gobierno del Tribunal Supremo que a su JUICIO.
es- un órgano incompetente: -se ha tramitado a mstanCfa de
particuJares: no se han comprobado tas CircunstanCias de «:eXl<ep­
clonalidad» a que se refiere el Decreto-le} y no han sujo escUl...hadas
en el procedimle'lto que termmó con la deslgnaclOn del Juel
especial ni la Sociedad quebrada DI qUlt:nes promOVieron la
quiebra. Por todo. ello reiteran el «petítum» conteDldo en iU
demanda. .

El Ministerio Fiscal pide la desestimaCión del amparo. Comlen­
_,za su esento con unas consIderaCIOnes generales a proPOSlto del
concepto de «Juez ordmano» que entiende como opueslO no a
«Juez especial». smo ajunsdicclOnes espeCiales. Que tal Jue7 tenga
Que estar predetemunado por la Ley excluye en pnnnplO a la~

efecto a los Decretos-Ieyes. pero no al de 17 de Juho de 1l¡47 por
su condición.de. preconstltuclOnaJ: porque no altera la estrurtura
JUdiCial y porque contJene una alteración de la competenCia
temtoriaJ en atención a las especlficas caractelÍsucas de determma­
dos asuntos. No obstante su constJluCÍonalídad. el contenulo del
Decreto-Iey de 17 de julio de 1947 debe ser expurgado de [odo
aquello que hoy resulte anacfÓmco. como es la referenCia a
producir la. designac¡()n «cuando lo ordene el Mmlsteno de
Justicia». Señala tamblen el FiscaJ GeneraJ del' Estado que el
«proyecto de LOPJ en su día remitido a I~s Cortes Generales )" en
su disposición transitona oetava venia a reconocer la vigenCIa del
Decrettrle) de 1947». Todo ello Indica. a su JUICIO. la inaudable
POSibilidad en materia de qUiebra de alterar los mecanismos

, nonnales- de 'competencla; mecanismos cuya aJteraclón no vulnera
la eXigencia deJ texto constitucIOnal. aunque el derecho al Juez
ordinano predetennmado por la Ley debe. regir ~n comra del
argumento de la Sala de Gobierno del Tnbunal Supremo- (amblen
en el orde~ civil. Analiza a contmuación el ¡ter procesaJ segUido por
la Sal.a y. no advierte en el infracción alguna nI en el orden de la
constltucJOnahdad ni en el de la simple legahdad.

Cuarto.-La Sala. por providencl8 de 4 de juhode 1984. senaló
para deliberación y Iilllo el día 26 de sepllembre. Quedanoo
conclUIda el día 31 de octubre.

11. . FUNDÁMENTOS JURIDICOS

Primero.-Son~ distintas entre sí las cuestIOnes que la parte
demandante ha suscitado ante este Tribunal. Conviene separarlas

'en el momento loglco del planteamiento y, después..,en su trata­
mIento y solUCión. La primera cuestión. calificada como baslca por
la parte actora. es si el derecho al Juez ordmano predetermmado
porla Ley tiene o no aplicación en e,1 orden CIVIl. La segumla e~ la
poSible derogación. por la fuerza conjunta del artlcuJo 24.2 CE ) w
dlsposicion derogatoria tercera. del Decreto-ley de 17 de Julio de
IY47. al margen de la posible derogación de algún mClSO 3Jsladc ÚI:"

su articulo J. .... En tercer lugar. los recurrentes. aun aceptando comí)
hipóteSIS la vigencia actual del articulo I.~ del titado Decreto-lt'\
conSideran vulnerado no sólo el menCIOnado derecho fundamental
del 24.2 CE. sino tambien alguna otra garantla procesal del 24 1
como consecuencia del procedimiento segUido por la Sala de
Gobierno del Tribunal Supremo ·para el nombramiento oe Juel
EspeclaJ en este caso.' -

Segundo,-Como consta en el antecedente 'segundo. la ,sala de
Gobierno del Tribunal Supremo entiende que el derecho tunda­
mental al Juez ordinario predeteruunado por la Le)' no se refiere
aJ proceso civil. Tal afirmaclon no puede admitirse, Este Tnbunal
ha dIcho (STC 62/1982. de 15 de octubre. Sala 1 ' . Je IV 287 ) que
«dado el valor central que tienen los derechos fundamemales C'n
nuestro sistema jurídiCO. toda restricción a los mismos ha ue estar
justificada». pero no se ve cual podria ser en este caso la
justificaCión de excluir tal derecho fundamental del orden procesal
CIVIL pues el ÚniCO argumento adUCido aJ eteeto por la ~ala de
Gobierno del Tribunal Supremo. esto es. que Jos Jueces ¡.:p des
tienen jurisdicción en todo el territono nacIOnal)' a l.:ualllUlcra de
ellos pueden someterse las partes.. no sólo es compatible con la
predetermm8cÍón legaJ del Juez ordmario civil. Sino que (10 deja (le
ser también una forma de deterrnmaclon de la compt'll'lll'id
pemlluda y establecldaJegalmente. con generahdad y con ánllClp<.l­
clon al caso. Frente a tan debll argumento este fnbunai en .')U

cahdad de mterprete supremo de la ConsUtuclon y de dt'ul:Tdo con
la regla de remiSión del artículo 10.2 de la CE, dedara la pkna
vlgencla del derecho fundamental en cuesllon en el orden prol:t'sa!
CIVIl. El derecho de tooa'persona a que su causa sea Juzgada (~por

un Tribunal mdependJente e ImparCial. estableudo por la L('H) \1.'

extiende «a los IitlglOS sobre derechos ~ obhgaclOnes de 1.'3ranel
CIVil» segun el articulo 6.~.1 del (onvemo de Roma de 14)(J \ dSI

ha Sido interpretado por el Tribunal Europeo de Deret:ho~ tiunw·
nos en vanas sentencias (asi. la de 2J de febrero de 14/:' I.a':'>o
GOIder: la de Zll de julto de 19SI. ClüO Lé Lomp... y la 1lO .~ uc
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septiembre de IlIH2. caso Sporrong). De modo cOincidente el
anlculo 14.1 del Pacto de Nueva York de 1966 sobre derechos
civiles y políticos establece que toda per.sona tendrá.derechl? a ser
oída púbhcamente )' con las debIdas garanttas _por un tnbunaJ
competente. mdependlente e Imparcial: establecIdo por la ley...
para la determmaclón de sus derechos u obligacIOnes de carácter
civil. >\unque la dicción del 24.2 no sea Idéntica a la de las normas
citadas. -es obvIo que las tres se refieren a unos mismos derechl.ls
o garantías de conteOldo procesal y de vigencia explicita en las dos
primeras en el ámbuo '~rocesaJ Civil. pauta mterpretatlva obhgaáa
e ¡neqUlvoca Que fuerza a concluir que tamblen el derecho al Juez
ordmano preestablecido por la Lev tiene vigenCia en nuestro
ordenamiento y por ImperatiVO constitucional en el proceso civil.

. As¡ lo ha entendido va este Tribunal que. al menos en una de sus
sentencias. se ha oc'upado de la poSible" violaCión de tal der~cho

fundamental en materia CIVJl (Sala 'iegunda. STC 31/1 q83. de 27 de.
abril. Je V pp 32& Y ss. l. Todo ello nos obliga a examinar Sise'
ha quebrantado o no tal derecho en el caso presente. t

Tercero.-En el fundamento tercero de su sentencia de 27 de
abril de Iq83 (STC 31/1qn Sala Segunda. Je. v. pp. 328 Yss.l esta
Sala dijO Que «una eventua.llrregularidad en la designacIón del Juez
que ha'de entender de un proceso puede constituir una mfracción
del der&'ho del JusticIable al "Juez ordmario predetermtnado por
la Ley" del articulo 24.2 de lá CE» Es. necesano. por tanto.
examinar SI se ha prodUCIdo alguna irregulandad en la actuación de
la Sala de Gobierno del TnbunalSupremo y. en todo caso. SI tal
posible irregulandad mfnnge el derecho constitucIOnal. mvocado. o
algun otro de los constltuclonahzados.·en el parrafo pnmero del
mismo articulo.

La 'pnmera trregulandad denunCiada por la parte actora es la·
incompetencia de la S,ala de Gobierno ,del TS para proceder al
nombramIento. pues segun el mu} sucmto razonamiento que aduce
al efecto en su esento dt> alt':gaclOnes. el artículo 1 del Decreto~ley
de 1947 ~ta táCitamente aerogadOMo por el artÍCulo I (SIC. 3 de la
Ley Orgamca de 10 de enero de·1980. Se defiende aquÍ- una

, derogación en el orden de la legalidad ordmaTla. pero es lo cierto
que la comparación del articulo 2."(y no pnmero)~ regla 3 de la LO
del CGPJ con el an.culo ! u del DeCreto-ley de 1Q47. permite
comprobar Que ambos preceptos son de contenido heterogéneo.
pues el -del Decret(}ole~ se refiere al nombramiento del Juez especia~

en JUICIOS Universales CIViles. mientras que el artÍCulo 2.". 3. de la
LOCGPJ establece como· competencIa del Consejo la «SelecClón.
provlslon de destino. ascensos situacIOnes admmistrativas )' régl~
men dlsclpllnano de Jueces y Magistrados». No siendo de .Idéntico
contemdo ambas normas. ni en todo ni en parte. 'es daro que la
postenor no ha derogado a la antenor No es necesario. pero qUizá

_ tampoco OCIOSO deCIr Que el CGPJ tuvo en su dla conOCimIento del'
no-mbramlento del Juez especIal- en este caso. pues su Comlslón
Permanante. 'a 6 de septiembre de 1984 (folio 147 d~t expediente
de la Secretana de Gobterno del Tribunal Supremo). adoptó el
acuerdo de aprobar el refendo nombramIento «a los ef&'tos del
percibo de dietas y gastos de Viaje». s10 que sinuera el Conseja
invadlda~ ·sus competencias por el nombramIento propiamente
dicho. .

ConSideran los recurrentes que la resolución impugnada por
.ellos mfnngIó el Decreto-Iey de 1947. Que dispone que el nombra·
miento ha de hacerse de oficIO y na a solIcitud de parte. como aquí
ha sucedido.. )' ha __ infnngldo tamblen su derecho a. no quedar'
mdefensos (3rt' 24.1. mCISo tinal CE) porque. hablendú oído, la Sala
de GobIerno del Tribunal Supr~ino a algunos 'de los interesados (es
decir. a qUienes soliCitaron el nombramIento) no diO audiencia a
los demas. " en concreto no a ellos.·EI escrito de algunos acreedores
de ~Navlera Aznar. S, A.». cualqUiera que fuese la mtenClón
subjetiva de ellos. prodUjO ante la sala de Gobierno del TS el
Simple efecto de poner en su conOCimiento un problel1)a respecto
al cual la Sala. a partir de entonces. actuó movida. según ella misma
afirma. oor su propIO Impulso. Como consecuencia del escrito de
los acreedores no nacJó una relaclOn juridica procesal. ni puede
deCIrse- Que en,el expediente abIerto por la, sala aquellos acreedores
fueran parte, nI taro'Doco Que los no comparecidos en el exprediente
fueran mdt"bldamente omitidos por la Sala con la consigUiente
mdefenslOn pues en el ex.pedJente abierto con arreglo al artículo l.o

del Decreto-leo\' de 1'947 nadIe tiene derecho a ser parte: ni lo son
los al'Tef'dores que «excitaron el celo de la sala» ni quienes
recumeron contra su acuerdo de 28 de julio de 1984. pues en tal.
t.xpedleme la "ala de Gobierno del 1'5 debe actuar y actuó de oficio
(aunque a partir de una mformaclón Imclal que no importa quien
le tiKJhrara) ~ no para resolver una contienda entre partes. No ha
habido pues. vlOlaclOn del der&'ho de los hoy recurrentes a no
sutflT mdt'kIlSlOn

lina tercera 'fTegulandad Imputan los solicitantes de amparo al_
~.{'uerdo de la Sala de (¡oblerno del TS de 28 de Julio. al de ser
mtundado ex.~)ft>slon que en sus sucesivos escfllos adqUiere un
doble ~. d(:umulauvo 'ilgmficado. a saber. el de no haberse «funda­
ll1l'ntudo mWJrnamente la decision adoptada»), quebrantando así el

articulo 620 de la lOPJ. y el de no haber constatado la Sala
adecuadamente la ~xcepcionalidad» del caso a la que se refiere.
como Justificación del nombramiento. el Decreto-Ie) de 17 de juho
de 1947. NI en UllO 01 en otro sentido puede acog~rse la pretenslon
de los recurrentes. El .niculo 620 de la lOPJ. que eXIge l.
fundamentación de los acuerdos de las Salas de Gobierno. añade
que cuando estén ronformes con el ~ictamen esct:ito. del Fiscal
bastara que la Sala exprese su confomudad con el dlctamen'Y con
sus motivos. El laconismo del acuerdo de 28 de julio es cierto: es
tambien admisible la afirmaCión de·--Ia parte actora de que el Fiscal.
en su escrito de 6 de julio. no emitió un dictamen motivado. smo
lma petición de que informaran las Audiencias de Bilbao y de
Madnd. Pero también es CIerto que el Fiscal díctaminó en forma
motivada. oral y favorable al nombramiento en la sesión de 28 de
,uho. como se desprende tanto del Acuerdo de esa fecha como del
segundo dictamen esenIo del Fiscal en la tramitación del recurso de
reposiCión. Y como no toda lrregulandad procesal Imphca VIola­
ción de las garantías procesales del articulo 24 CE. es claro que- la
fundamentación formalmente. acaso insuficiente del ~cuerdo de 28
de Juho de 1983. no prodUJO ninguna lesión de los derechos
.fundamentales de los recurrentes en amparo. En cuanto al segundo
sentido de la supues_ta falta de fundamentaCIón tampoco ·es
admiSible. porque la Sala de- Gobiemo del TS adoptó mas medidas
para ,formar su juicio de ,las que vIenen eXIgidas en el Decreto-ley
de 1Q47. que no exige mformes de las J\udienclas Temtonales
Implicadas, míormes que fueron recavados a petlcIÓfi'del Fiscal.
Del coritemdo del' Acuerdo de la Sala del Gobierno de la ;\udlenCla
TeJTÍlonal de Madrid de 15 de iulio de 1Q83. que obró en poder de
la Sala de Gobierno del TS antes de su primer Acuerdo. \' del texto
mismo de la resolución desestimatoria del recurso de reons.elón se
desprende S10 duda' poSIble que la Sala decidió el nombramiento
previa valoraCión del caso y de sus circunstancIas. Otra cosa 5 que
grado de determmaclón contienen las expreslOnes «en casosexcep-­
-cionales» y «por otras Circunstancias extraordinanas». conteOldas
en el artículo 1.0 del Decreto-Iey de 1947. pero ello nos lleva al
enjuIciamiento. siempre y solo desde la perspectiva de la consutu­
cionahdad. no de la actuaclOn de la Sala dé Gobierno del Tnbunal
Supremo. smo directamente de la norma citada.

(,uarto:-Desechadas las supuestas irregularidades de procedi­
miento. hemos. de excluir tambIén en este casO los problemas
concernientes a la opOSIción entre Juez ordinano y jurisdlcoones
especiales y a la ,designaCión de los compenentes de un organo
ludlclal colegiado. aspectos exammados en antenores sentenrJa~de
este Tribunal. pero ajenos al caso que nos ocupa. en el que debemos
analizar principalmente las. consecuencias que. se denvan de la
predetermmación legal eXIgida por' la Consutuclón~

la referencia del articuró 24.2 a la Ley. coherente con lo
tamblen dispuesto en los artlculos 53.1 y 86.1 de la ConstitUCión.
eXige que el vehiculo normativo para determmar cuál ')fra el Juez
de cada caso. es la Le" en sentido estricto. y no el Decreto-le} 01
las diSpoSICiones emanadas del ejecutivo No obstante. como el
Decreto-Ie} de 17 de julio de 1947 es preconstituclOnal )' como la
Constttución no puede tener efecto retroactivo para e:uglr un r3dgu
detenitmado a las normas antenores a eHa. no es obstáculo para ia
constitucIOnalidad de la norma aplicada en este caso su rango
formal. Analicemos. sin embargo. su contenido.

La predeterminación Ie-gal del Juez significa Que la Le}. con
generalidad y con anteriondad al caso. ha de contener los criteno~

de detemnnación competenclal cuya aplicación a cada supuesto
litigIOSO permita detemunar cuál es el Juzgado o Tribunal Ilamadv
a conocer del caso. El ejercicip de la potestad junsdlcclOnal
corresponde exclusivamente' a los Juzgados y Tribunales (aniCU­
lo 117.3 CE). pero. como- es .obvio. no a cualqUiera de ellos en
cualquier caso. sino. en cada uno de éstos. a aquel órgano JudlClai
que resulte predetermmado por las Leyes. «Según las normas de
competencIa y procedimIento que las mismas establezcan» {arto
117.3 CE). La interpretación SIstemática entre el articulo 14.2 y el
117.3. ambos de la Constituclón,pone de manifiesto que la garantia
de la independencia e imparCialidad de los Jueces. «que conslltu~e

el interes directo protegido por el derecho al Juet, ordmano
predetenmnado» (STC 47/1Q83. de 31 de mayo. Sala l.' . BJe 26.
plÍg. 708. FJ 2 «In fine»). radica en la ley. UJ generaildad de los
criterios legales garantiza la mexistencia de Jueces «ad hoc»: la
anterioridad de tales criterios respecto al planteamiento procesaJ
dei litigio garantiza que una vez determinado en conéreto el Juez
de un caso en virtud de la aphcación de los criterios competenCIales
contemdos en las LeJ'es. el Juez del caso no podrá ser desposeldo
de su conocimiento en virtud de decisiones tomadas por órganos
gubernativOs; .

La Vigencia del derecho al Juez ordinario predeterminando por
la ley. asi entendido. en el ámbito de los pr9Cesos civtles «lato
sensu» es compatible con caracteristicas propias. tanto del derecho
sustantivo como del orden procesal civil. 'jo más en concreto. con
las Inherentes a la regulacIón. de los JUICIOS concuNales. la
existenCia en la Ley de la pl,lsibihdad de un pacto de sumlsion por
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las partes en favor de un determinado órgano Judicial. o la
posibilidad opcIOnal confiada por la ley a los acreedores para
residenciar la sohCHud de declaración de qUiebra en un Juzgado
entre vanos legalmente posibles. constituyen otros tantos CTitenos
legales preestablecIdos con antenondad al caso. }' en cuanto tajes
forman parte de'las normas competenclales que el legislador puede
mantener o sustitUir. pero que en cuanto esten vigentes Sirven para
detenmnar cual es el Juez del caso. qUien lIoa vez resulta
determmado emre otras normas por estas <le caraner OPClOnaJ. se
convierte en el Juez ~i. en el Juez predetermmaao por la Ley de
quien habla la Constitución. EllegtsJador. en ara!t del respeto a este
derecho fundamental)' en atencIÓn a la especditK1ad dt" la matena
de concursos y qUlfflras en nuestro ordenarnlt"ntO podrá valerse de
la expenencfa jundlca 8tesoraOa en ordenamientQ& Que reconocen
un derecho equIvalente al del 24.2 de la CE. )' que han regulado la
competenCia sobre ¡UiCIOS umversales de maneracompauble con
sus preceptos constltUClonilfes.. .como sucede en haba y en la
Repúbhca Federal oe A..Iemam8): Q podracrear solUCIOnes legales
origmales. haCiendo uso en lodo CtiO de \u potestad leglslalÍva y
de su condlclon- de representante del pur:blo espano!. en quien
reSide lasoberantét larIs. 66.2 y 12 de la t. onSlilUllOn). y mas en
concreto. podra conser'l8r o modIficar lO cont:ermente a fueros
alternativos u opcIOnales; su umeo l11nne. en el punto que nos
ocupa.. consl.stlfá en todo caso en elresoeto al contemdo de la
predeternunaclOn legai en el senudo antes e~put$lO.

Qumto.-Sobn-las bases hasta aQul sentadas ~ ,necesario proce-­
der al analísls del contenido del Decreto·le\ <le 11 de Juho de 1947
:Ji. mas en (oncrelO. al examen de Su cOffipdubJluiad con la
CónsutuclOn.

Es ciaro, como el Físca1 señala en sus alegacIOnes. que el Inciso
contemdo en el articulo 1.~ del Decreto-ley de 17 de' juho de 1947.
según el cual la ";ala de' (J-oblemo del Tnbunal Suoremo podrá
nombrar JUe1 espeCial para IUI(lOS um"ersaJes «cuando lo ordene
el Mimsteno ,de JU511CUl»o escomrano no solo al aTtlculQ 24.2 de la
CE. smo lamhlén al I ¡ 7 I )' 3. por lo que en conformidad con lo
establecido en la dIS~K'IÓn derogatoria ter<:era tal mClso ha de
cOnsiderarse derogaóo poi" la (onstüuclOn Pero no menos claro es
que en este caso no ha habido mtervenclón aiguna del «Mtnlsteno
de JustiCia». por lo que la derogaoon -ex. ('onstltuhone» del mClso
en cuesUon· es IITt"teV3me para resolver nuestro problema.

El artículo. I ~ del Decreto-Ie)' permite que la Sala de Gobierno
del Tribunal~Supremo nombre- Jueces espeo81es cIviles de JuicIOS
uníversaJes en (,.1ISOS exce¡:X:lonaieS» )' las Únt<:as pautas que fija
para ldentíficar la exceoclOnahdad consiste en retenrse a cuando
~por el nilmero de personas por ia euanUa de los '"teTeses a Que
afectan o por otras CJrcunstanclas (Ox.traordmanas»- e.l110mbramlen­
tO sea conVenleOlt" a IUICIO de la Sala. para la recta admlmstraclon .
de Justicla- El man.·o de mdetermma(JOn es tan amollo. Que la
norma se lImita a consagrar 18 püSlblhóad de oombramiento de
Jueces especiales para IUICIOS umvenaleS. SiemPre que la Sala de
Gobierno del rnhull81 Supremo lo estime convemente y nuoca si
no lo considera con \teniente o necesano NI el numero de personas
ni la cuanoa de los 1Dlereses :tOn en la redacl~JOn del Decreto-te). de
1947. cntenos susctplItltes de concreoon DI puede dec1fse Que
c~mpla tal tunclO11 la atoslon a «CaSOS excepCionales» o a <mtras
ClTCUnstanclas CXlraontmarl35Jt- Siendo la mdetemllnaClón msufi~

clente. es·necesano l:undUlf que en el sentido hasta aqUl analizado.
el panafo pnmero dt'1 artl(ulo 1, ~ del Decreto-k"-y de ) 1 de julio no
contiene crneno~de lJeíemunaclQn l---ompetenclal. "lOO un apodera~

miento dIscreCional a la Sala de (;oblento (Jet rnbunal Supremo.
para Que esta. segun su recto arOltno. pueda nombrar Jueces
especiales CI\liles J}aT'd JUICIOS umversales. La maetermtna(lon de la
norma la vacia de contemdo en cuanto norma competenclaJ. de

.m~o Ql:'c no es ella la Que predetermina el Juez de ca<la JUICIO
unwersat smo 18 que permite que tal Juel en algunos e mdeterml~

nados.casos sea nombrado üd n~ pOI la Sala aelGobierno- del

26361 Sala Primera Recurso de amparo número 6881198J.
Senll!llua numero /Q2/1V84, de 12 de nOVIembre,

la Sala Primera del Tribunal ('onstitucional.~compuesta por
don Angel Latorre Segura. don Manuel Diez de V~lasco ValleJO.
doña Ulona Regué Canton y don Rafael Gómez-Ferrer Morant.
Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

en el recurso de amparo número 688/1983. promovido por doña
Co~cepclon LegglO. Egea. representada por el Procurador don
Jullan Perez Serranilla. baJO la direCCión del letrado don Jaime

11

Tribunal Supremo. El nombramiento de Jueces «ad hoe» es
incompatible con la pr.edetermma..ion legal del Juez del caso.
Desde esa Perspectiva el nombramiento del Juel para la QUiebra de
«NaViera >\znar. S.' >\••. es (ontrano al derecho fundamental de 105
re<:urrentes en amparo. )' lo es porque. aun Siendo conforme con
una norma legal. el Dec....lo-Ie} de 17 de Juho de 1947. esta ..
contrana al articulo 24.2 de la Constitu(lón.

-' la mIsma conduslon es foT20SO llegar si continuamos el
analisls del articulo 1." del cnado Decreto. úmco que nos Importa
en nuestro uso. Al indicar que M4Iglstrados podran ser deSignados
«ad hOOt por la Sala de Gobierno del robunal Supremo se dice que
habrá de ser .cde (ategoría Igualo supenor a la del Juez a QUien
(orresponda. con arreglo a la Ley procesal. conocer del asunto»-. El
mClso transcrito pone de maOlnesto la mdeterrnmaclOn del Juez en
QUien puede recaer el nombramIento. cuya connenon dentro de
tan amplio margen depende no de tal o cual cnteno legal.
competencla1- smo de la libre denslón dlscret'lonai de la Sala. 1000
lo cual es contrano con la predeterminacIón legal del Juez. El Juez
«ad hoe» lo es «ex post tacto». ~ su deslgnaclon entraña la (esa<:iOn
en el conOCimiento de) caso de qUien es ya el verdadero Juez
predetermmado por la Ley. qut" de este modo resul.ta apartado del
caso con patente Quebranto de lo dispuesto por el aruculo-'Z4.2 de
la ConslIlUclón.

Siendo. pues. el artículo I del Decreto-Iev de 17 de julio de IQ47
contrano al artí(ulo 24.2 de la ( onstllucion. es claro que tal norma
preconst1tu(lOnal quedo derogado en vutud de la dlSposlclon
derogalona tereera de nuestra norma fundamentai. En consecuen~

cla procede otorgar el amparo que se nos St)tlcUa y anular los
Acuerdos Impugnados. Ello no obstante. en atención al pnnclplO de
5egundad Jundica (artkulo 9.3 de la Constitución). (onVlene
declarar la conservaCIón. por ahora. de los at'lOs realizados en el
procedimiento de qUiebra de la «NaViera Aznar S.o\.». por el Juez
deSignado por la Sala de Gobierno del Tnbunal Supremo. a los
cuales este Tribunal Constitucional no extiende el pronunClamlen~

to de nulidad refendo a los o\cuerdos Impugnados. sin que tampoco
sigmfique- esto restr1l-'Clon alguna a la libre actuaclon· del argano
JudiCial que conozca del caso a parUr de la presente Sentencia.

En atención a todo lo expuesto. el Tnbunal Constitucional.
POR lA AUTORIDAD QUE j..E CONFIERE LA CONSTlTU­
CION DE LA NAClON ESPANOLA.

Ha decidido:

Otorgar el amparo a doña Rosario Renteria Larnnaga. don
Santiago Quintana Cantera. don Juan Ramón <\J:(ue M,mterola.
don José Javier Uribarn (,utlerrez y don Fehx -Alvarez Ortega. }
en consecuencia:

Pnmero.-Declarar nulos los <\cuerdos de la Sala de Gobierno
del Tnbunal Supremo. de 28 de luho de 1983 y 14 de octuore del
mismo año. relauvos al nombramiento de Juez especial (lvll para
entender en el procedimIento de qUiebra de f4.Navlera ~lnar. S A. .•.

Segundo-Reconocer a los recurrentes su derecho al Juez ordina·
rio. predetemnnado por la Le}. en rela(lon con el citado procedi­
miento de QUiebra.

Tercero.-Comunicar la presente Sentencia a la Sala de Gobier­
no del Tnbunal Supremo para que adopte las medidas conducentes
al .cumplimlento de Jos antenores pronunCIamientos.

PubUquese' esta Senten(18 en el «Boletín OfICial del ESlado».

Dada en Madrid. a 8 de noviembre d(O IQR4.-JerÓmmo ~roza­

mena' Slerra.-f'rancJsco Rúbló Uortnte.-luls Oiel Plca­
zo.-francIsco Turnas)' Vahente.-Antomo Truyol Serra.-Francisco
Pera Vcrdaguer.-Firmados )o rubnrados.

Gard3 Vicente. conlra el auto dictado en 26 de septiembre de '\)83
por la SecclOn Pnmera de lo Ctvd de la <\udlencla Provincial de
Barcelona. En el Te(.·urso han l-'OmpareCldo el MlOisteno Ftsral y
don 81al Capdevila Totollu. represen lado por el Procurador don
Tomas A.lonso Cohno, bajO la dirección del Letrado don ;\nlOfllO
Garela-Nleto Conde. Ha Sido ponente el Magistrado don Ratael
Gómel~Ferrer Morant. quien expresa el parecer de la. Sala.

1. ANTECEDENTES

1. En IS de octubre de 1983 don Julián Pérel SerraOllla.
Procurador de los Tnbunales. en nombre de dona l"oncepclOn
legaJO Egea. formula re<:urso de amparo contra el auto de la
Secclon Pnmera de lo Civil de la AudienCIa Provmclal de Barcelo·
na de 26 de septiembre de 1983. que resuelve no dar lugar al
recurso de suplica mterpuesto contra el auto de la mlSlna Sala de


